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AL SENADO DE PUERTO RICO:

La Comision de lo Juridico del Senado de Puerto Rico, previo estudio y
consideracién del Proyecto del Senado 1037, recomienda a este Alto Cuerpo su
aprobaci6n con las enmiendas que se acompaiian en el entirillado electrénico.

ALCANCE DE LA MEDIDA

El Proyecto del Senado 1037 (en adelante, P. del S. 1037) tiene como propésito
enmendar el Articulo 1814 del Cédigo Civil de Puerto Rico de 2020, a los fines de
atemperar los términos de usucapi6n aplicables a bienes inmuebles, de manera que
los términos que se encuentren en curso al momento de la vigencia de dicho Cédigo
se rijan por el término establecido en la legislacién vigente, acreditando el tiempo ya
transcurrido; y para otros fines relacionados.

ANALISIS DE LA MEDIDA
LA usucAPION EN EL CODIGO CIVIL DE PUERTO Rico

El Cédigo Civil de Puerto Rico de 2020 reconoce expresamente la usucapién
como uno de los modos de adquirir la propiedad. En efecto, el Articulo 745 dispone
que la propiedad se adquiere, entre otros medios, por la ley, por la ocupacién, el
hallazgo, 1a accesién, la especificacién, la usucapién, la sucesi6n testada o intestada o
por consecuencia de ciertos contratos mediante la tradicién.

En su definici6n bésica, el Articulo 777 establece que la usucapi6n “es un modo
de adquirir el dominio y otros derechos reales de goce mediante la posesién, de la
manera y con las condiciones determinadas en la ley”. La institucién descansa, por
tanto, en la posesi6n cualificada y en el transcurso del tiempo legalmente fijado. No
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basta cualquier ocupacién material del bien, sino una posesién que retina las
condiciones especificas que el propio Cédigo exige.

A esos efectos, el Articulo 778 dispone que la posesién apta para adquirir por
usucapi6n ha de ser “en concepto de duefio, ademas de continua, publica y pacifica”.
El mismo articulo afiade que la posesién adquirida 0 mantenida con violencia no es
ttil para la usucapién mientras no cese dicha violencia. Complementariamente, el
Articulo 779 aclara que es poseedora en concepto de duefa la persona que “actiia
como verdadero titular por los actos que realiza en relacién con la propiedad”. Es
decir, la ley exige una conducta posesoria que revele ejercicio real y ostensible de
sefiorio sobre la cosa.

En cuanto a la prueba, el Articulo 780 establece que el poseedor en concepto de
duefio solo viene obligado a probar su justo titulo cuando quien impugna la posesién
prueba convincentemente su propio derecho. Esta disposicién delimita la carga
probatoria en controversias sobre usucapi6n y evita imponer, como regla general, una
demostracién anticipada del justo titulo cuando la impugnacién carece de prueba
convincente del derecho contrario.

El Cédigo Civil también regula con precisi6n la interrupcién de la posesién
para fines de usucapi6n. El Articulo 781 dispone que la posesién se interrumpe por su
cese durante mds de un afio; por el emplazamiento o citacién judicial hecha al
poseedor, aun por tribunal incompetente; por requerimiento judicial o notarial,
siempre que dentro de dos meses se presente la demanda correspondiente; o por
reconocimiento expreso o tcito del derecho del duefio por parte del poseedor. No
obstante, el Articulo 782 precisa que el emplazamiento o la citacién judicial no
interrumpen la posesi6n si carecen de validez por falta de solemnidades legales, si el
demandante desiste o deja que el caso se archive por inactividad, o si el poseedor
demandado prevalece en la demanda.

La ley distingue dos clases de usucapién: la ordinaria y la extraordinaria. El
Articulo 783 establece que la usucapi6én ordinaria requiere buena fe y justo titulo,
ademés del transcurso del tiempo dispuesto por ley; mientras que la extraordinaria
requiere tinicamente la posesion durante el tiempo legal, sin necesidad de buena fe ni
de justo titulo. A su vez, el Articulo 784 define la buena fe del poseedor como la
creencia de que la persona de quien recibié la cosa era su duefia y podia transmitir su
dominio. El Articulo 785, por su parte, define el justo titulo como aquel “legalmente
suficiente para transferir el dominio o derecho real por la persona que aparentemente
lo puede transferir”.

Respecto a los plazos, el Cédigo distingue entre bienes muebles e inmuebles.
Para bienes muebles, el Articulo 786 dispone que la usucapién requiere dos afios con
buena fe o cuatro afios sin necesidad de ella. Sin embargo, el Articulo 787 excluye
expresamente la posibilidad de adquirir por usucapién una cosa muet.xle hurtada o
robada por parte del autor, cémplice o encubridor. En cuanto a bienes u-lmue!":les, fal
Articulo 788 exige diez afios de posesi6n con justo titulo y buena fe, o veinte anos sin
necesidad de titulo ni buena fe. Esta diferenciacién refleja una gradacién normativa
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segtn la naturaleza del bien y la calidad juridica de la posesién. El Articulo 789
permite que el poseedor actual afiada a su tiempo el de su causante para completar el
término necesario, y dispone ademds que el dia inicial se tiene por entero, pero el
dltimo debe cumplirse en su totalidad.

El Cédigo introduce, ademds, una regla especifica de proteccién registral. El
Articulo 790 dispone que la usucapién ordinaria del dominio o de derechos reales en
perjuicio de tercero contra un titulo inscrito en el Registro de la Propiedad solo puede
tener lugar en virtud de otro titulo igualmente inscrito, y el tiempo comienza a correr
desde la inscripcién del segundo. Esta disposicién impide que la mera posesién
ordinaria prevalezca frente al titular registral sin que exista un segundo titulo inscrito,
armonizando asi la figura de la usucapion con la seguridad juridica propia del sistema
registral.

Igualmente, la Asamblea Legislativa atendi6 efectos particulares de la
usucapién en contextos de comunidad y herencia. El Articulo 791 dispone que la
usucapion ganada por un comunero aprovecha a los demas, salvo que haya ocurrido
inversién del concepto posesorio. El Articulo 792 afiade que los efectos favorables o
desfavorables de la usucapi6n no se interrumpen por el fallecimiento del titular del
derecho adquirido, independientemente de si los herederos aceptan la herencia.

En cuanto a la renuncia, el Articulo 793 establece que quienes tengan capacidad
para enajenar pueden renunciar la usucapi6n ya ganada, aunque no pueden renunciar
por anticipado al derecho a usucapir en lo sucesivo. Asimismo, la renuncia puede ser
ticita cuando actos inequivocos revelan el abandono del derecho adquirido. El
Articulo 794 protege a acreedores y otras personas interesadas, al permitirles hacer
valer la usucapién pese a la renuncia expresa o ticita del deudor o propietario. La
Asamblea Legislativa evita asi que la renuncia del beneficiario perjudique
injustificadamente intereses ajenos juridicamente protegidos.

Finalmente, el Articulo 795 reconoce expresamente la accién declaratoria de
usucapion. Una vez transcurre el plazo necesario para su consumacién, el adquirente
puede demandar para que se declare judicialmente su titularidad; y la sentencia
favorable constituye titulo suficiente para la inscripcién del derecho en el registro
correspondiente y para cancelar el asiento del antiguo titular. Esta disposicién es
crucial porque confirma que la usucapion, una vez consumada, no queda en el plano
abstracto de la posesién prolongada, sino que puede traducirse en una declaracién
judicial con efectos registrales plenos.

: L;{ normativa del Cédigo también aclara la relacién de la usucapion con otras
acciones In?prescriptibles. Asi, el Articulo 831 establece que las acciones de deslinde y
amojonamiento son imprescriptibles, “sin perjuicio de los derechos adquiridos por
usucap-lén”. De igual forma, el Articulo 1593 dispone que la accién de peticién de
herencia es imprescriptible, “sin perjuicio de la usucapién de bienes particulares”.
Ambas disposiciones confirman que la imprescriptibilidad de ciertas acciones no

elimina ni neutraliza los efectos adquisitivos que la ley reconoce a la posesién ttil
consumada por usucapién.
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Por iltimo, el Articulo 1814 contiene una norma transitoria. Los términos
prescriptivos, de caducidad o de usucapi6n que estuvieran corriendo al entrar en vigor
el Cédigo Civil de 2020 conservan la duracién fijada por la legislacién anterior; pero
si el término queda interrumpido luego de la vigencia del nuevo Cédigo, su duracién
serd la determinada por este. Esta clausula evita interpretaciones en casos de tracto
posesoria iniciado bajo el régimen anterior y obliga a distinguir entre términos en

curso no interrumpidos y términos interrumpidos luego de la entrada en vigor del
Cédigo.

ALCANCE DEL INFORME

La Comisién de lo Juridico del Senado de Puerto Rico, como parte del estudio y
evaluacién del Proyecto del Senado 1037 solicité memorial explicativo al Colegio de
Abogados y Abogadas de Puerto Rico, Departamento de Justicia, Departamento de la
Vivienda y la Oficina de Servicios Legislativos.

Solamente se recibieron los memoriales del Colegio de Abogados y Abogadas de
Puerto Rico, la Oficina de Servicios Legislativos y el Departamento de la Vivienda.

COLEGIO DE ABOGADOS Y ABOGADAS DE PUERTO RICO

El Colegio de Abogados y Abogadas de Puerto Rico endosa la medida.
Sefialaron que un estudio de la Facultad de Derecho de la Universidad Interamericana
de Puerto Rico sobre los casos de usucapién presentados luego de la aprobaci6n del
Cédigo Civil de 2020 confirma la falta de uniformidad en la interpretaci6n y aplicacién
del Articulo 1814 entre las distintas regiones judiciales del pais. Indicaron que algunas
regiones judiciales desestiman casos promovidos por personas que llevan dos décadas
0 més poseyendo una propiedad como propia porque no han cumplido con el término
de treinta afios dispuesto en el Cédigo Civil de 1930, mientras otras declaran la
usucapi6n ante hechos similares al aplicar el término de veinte afios dispuesto en el
Cédigo Civil de 2020. A su juicio, esta disparidad interpretativa genera desigualdad
juridica entre ciudadanos sujetos a distintas regiones judiciales, con efectos
particularmente adversos sobre poblaciones vulnerables que buscan formalizar su
relacién juridica con la vivienda que ocupan.

Asimismo, expuso que la usucapién constituye un modo originario de adquirir
la propiedad y otros derechos reales de goce, y que uno de los mayores obstaculos
para la legalizacién y formalizacién de la tenencia de tierra en Puerto Rico ha sido
precisamente lo extenso del tiempo prescriptivo y la dificultad de reunir o conservar
evidencia de la posesién por un periodo tan largo. Afiadi6 que, tras el Huracan Maria,
quedé demostrado que la falta de evidencia de titularidad fue una de las causas para
que més de un 60% de las solicitudes de asistencia a FEMA fueran denegadas. Sefial6
ademés que muchas personas cumplian con los requisitos de la usucapion, pero no
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contaban con la documentacién que acreditara su titularidad, lo que impedia el acceso
a ayudas y al reconocimiento formal de su derecho.

En cuanto al Cédigo Civil de 2020, el Colegio indic6é que la usucapién fue una
de las figuras que sufri6 cambios significativos, al reducirse el término de la usucapién
extraordinaria de treinta a veinte afios y eliminarse la distincién entre presentes y
ausentes. Sefial6 que, segiin los comentarios del Cédigo Civil, la usucapién esta
dirigida a proteger la seguridad juridica y a atender al interés social al amparar una
situaci6n frente al ejercicio tardio de los derechos. También destacé que uno de los
cambios maés significativos y favorecedores para el acceso a una vivienda digna fue
precisamente la reduccién del término prescriptivo para la adquisicién del dominio, y
que la propia exposicién de motivos de la Ley 55-2020 reconocié que el término de
treinta afios bajo el Cédigo Civil de 1930 era excesivo y que su reduccién procuraba
proteger a quienes dedican esfuerzo y dinero a habilitar viviendas para dar cobijo a
sus familias.

Sobre la cldusula de transicién del Articulo 1814, el Colegio sostuvo que trata
de manera desigual e injusta a ciudadanos que se encuentran en condiciones de vida
similares e igualmente vulnerables. Indicé que el lenguaje vigente no es del todo claro
y admite dos lecturas: una, que al quedar interrumpido el término dispuesto en el
Cédigo de 1930 comenzaria a decursar el nuevo término del Cédigo de 2020 para
completar la usucapién; y otra, que al interrumpirse el término anterior se aplicarian
a esa situacion concreta los plazos dispuestos en el nuevo Cédigo, acreditdndose el
tiempo ya transcurrido. A juicio del Colegio, ante esa ambigiiedad se impone la
revisién y enmienda del Articulo 1814 con lenguaje claro y libre de ambigiiedad.

El Colegio reconocié que puede argumentarse, con fundamentos basados en la
proteccién constitucional del derecho de propiedad del duefio original, que las
reducciones de los términos para la usucapién solo deben aplicar prospectivamente.
Sin embargo, sostuvo que esa norma no tiene valor absoluto y que la doctrina legal
reconoce que hay leyes que pueden tener efecto retroactivo, particularmente cuando
se trata de leyes de orden piiblico o de leyes que se aprueban para resolver males
sociales 0 que revisten un gran interés publico. En ese contexto, afirmé que tanto la
exposicién de motivos de la Ley 55-2020 como la del proyecto reconocen que en Puerto
Rico existe una crisis de vivienda y un estado de vulnerabilidad de un sector
importante de la sociedad que carece de titulos formales de dominio sobre sus
viviendas y predios. Por ello, entendi6 que la interpretaci6n restrictiva y prospectiva
del Articulo 1814 deja desprovistas a las familias que se encontraban en proceso de
usucapir bajo el Cédigo Civil de 1930 de la protecci6n juridica que el nuevo Cédigo
quiso brindarles, privandolas de unas ventajas temporales que otros disfrutan bajo el
nuevo régimen. Afadi6 que muchas de esas personas fueron damnificadas por los
desastres naturales ocurridos entre 2017 y 2020 y se vieron privadas de ayudas
gubernamentales precisamente por esa titularidad informal no consumada.

. F{nalmente, el Cf)l.egio sostuvo que el lenguaje propuesto en el P. del S. 1037
permitiria que las familias que estdn en procesos de usucapién extraordinaria se
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beneficien de la reduccién del plazo establecida en el Cédigo Civil de 2020, lo que en
algunos casos representaria una disminucién de hasta diez afios. Advirti6 que no
aprobar la enmienda implicaria mantener la vigencia del Cédigo Civil de 1930 sobre
los procesos de usucapi6n hasta el afio 2049, en contra de la intencién del legislador al
aprobar el Cédigo Civil de 2020. No obstante, recomendé modificaciones al texto
propuesto para que sea mas claro en su aplicacién, particularmente en cuanto a los
efectos de la interrupcién de términos iniciados antes del 28 de noviembre de 2020, de
forma que quede claramente establecido si debe acreditarse el tiempo transcurrido y
cémo han de determinarse los efectos del plazo, las condiciones para consumar el
dominio o la duracién de un nuevo término. Con esas modificaciones, el Colegio
reiter6 que favorece la aprobacién del P. del S. 1037.

DEPARTAMENTO DE VIVIENDA

El Departamento de Vivienda endosa la medida. Sefialé que, en cumplimiento
con su responsabilidad de formular y ejecutar la politica piblica en materia de
vivienda, desarrollo comunitario y acceso a vivienda digna para las familias de
ingresos bajos y moderados, promueve iniciativas dirigidas a fortalecer la seguridad
juridica sobre la tenencia de la vivienda, fomentar la estabilidad residencial y facilitar
mecanismos que permitan la regularizacién de titularidad en situaciones donde, por
el transcurso del tiempo y el ejercicio efectivo de actos de dominio, se han consolidado
relaciones de hecho sobre bienes inmuebles.

Desde la perspectiva de la politica piblica de vivienda, el Departamento
sostuvo que la medida puede tener efectos importantes en materia de regularizacién
de titularidad y estabilidad residencial. Sefial6 que en Puerto Rico existe un niimero
significativo de propiedades ocupadas por familias que han ejercido posesion
prolongada durante décadas, muchas veces como resultado de procesos histéricos de
ocupacién informal, sucesiones no adjudicadas o ausencia de titular registral. A su
juicio, reducir el término efectivo de prescripcién para aquellos casos en curso puede
facilitar la regularizacién de situaciones de hecho que ya se han consolidado en la
practica.

El Departamento afiadié que administra mailtiples programas relacionados con
mitigacién de riesgos, recuperacién tras desastres y vivienda para personas de
ingresos bajos y moderados, y que en muchos de esos casos uno de los principales
obstéculos programéticos es la falta de titularidad clara sobre el inmueble. Por ello,
sostuvo que un marco juridico que facilite la consolidacién de titularidad cuando
existe posesién prolongada contribuye a viabilizar procesos de rehabilitacién,
reconstruccién y asistencia publica, y puede brindar mayor estabilidad, tranquilidad
y confianza a las familias que han ocupado y mantenido dichos inmuebles por largos
periodos.

No obstante, el Departamento enfatizé que el proyecto se fundamenta en el
principio reconocido por la jurisprudencia de que la prescripcién adquisitiva no
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constituye un derecho adquirido hasta que se cumplan en su total'}c!ad los elementos
exigidos por ley, esto es, la posesion ininterrumpida, ptblica, pacifica yen cpncepto
de duefio por el término prescriptivo fijado en el ordenamiento ]'undfco. Por
consiguiente, indic6 que modificar la duracién del término aplicable a situaciones en
curso no necesariamente afecta derechos adquiridos, siempre que el término
prescriptivo no se haya perfeccionado bajo la legislacién anterior. : De_sde esa
perspectiva, sostuvo que la medida persigue armonizar el régimen transitorio con la
politica legislativa adoptada en el Cédigo Civil de 2020.

Finalmente, el Departamento recomendé que, de aprobarse el P. del S. 1037,
quede claramente establecido que la reduccién del término aplicable a los procef;os-c’ie
usucapién en curso no altera ni flexibiliza los requisitos sustantivos de la. prescripcion
adquisitiva; que se disponga expresamente que la aplicacién del término Fle veinte
anos a los procesos en curso no afectard derechos adquiridos véhdame.nte
perfeccionados bajo la legislaciéon anterior ni situaciones en las cuales el término
prescriptivo ya se hubiese consumado conforme al régimen previo; que se reconozca
en el andlisis legislativo que la modificacién propuesta persigue armonizar el régimen
transitorio con la politica legislativa adoptada en el Cédigo Civil de 2020; y que se
tome en consideraci6n el impacto positivo que la medida puede tener en los procesos
de regularizacién de titularidad de propiedades ocupadas por largos periodos,
particularmente en contextos residenciales donde la ausencia de titularidad clara
constituye uno de los principales obstéculos para la implementacién de programas
publicos de vivienda, reconstruccién y recuperacién.

OFICINA DE SERVICIOS LEGISLATIVOS

La Oficina de Servicios Legislativos (OSL) adopta una postura, en la préctica se
inclina en contra de la enmienda propuesta en sus términos actuales, al advertir
riesgos constitucionales. Si bien reconoce que la Asamblea Legislativa cuenta con
autoridad constitucional para legislar en la materia y que el vehiculo procesal
utilizado es valido, la OSL centra su anilisis en los efectos sustantivos de la medida,
concluyendo que estos podrian resultar incompatibles con la proteccién constitucional
del derecho de propiedad.

En particular, la OSL desarrolla como eje central la posible infraccién al derecho
fundamental al disfrute de la propiedad consagrado en la Carta de Derechos de la
Constitucién de Puerto Rico, en su dimensién sustantiva y procesal. La OSL enfatiza
que el debido proceso de ley no solo exige procedimientos justos, sino que también
impone limites a la facultad del Estado para alterar expectativas juridicas legitimas.
Bajo ese marco, advierte que la propuesta legislativa incide directamente sobre
relaciones juridicas en curso, al modificar retroactivamente el término requerido para
la consolidacién del dominio mediante usucapién extraordinaria. Esta alteracién
normativa incide sobre el balance de intereses entre el titular registral y el poseedor,
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afectando las condiciones bajo las cuales ambos han estructurado sus derechos y
expectativas.

El memorial también profundiza en la naturaleza juridica de la usucapién como
institucién medular del derecho civil, destacando que su funcién es precisamente
dotar de estabilidad y certeza a las relaciones patrimoniales mediante el transcurso del
tiempo. No obstante, recalca que dicha estabilidad depende de la previsibilidad de los
términos legales aplicables. En ese sentido, la OSL advierte que alterar los plazos de
forma retroactiva, especialmente en la modalidad extraordinaria, donde no concurren
buena fe ni justo titulo, puede desarticular el equilibrio normativo que justifica la
figura, pues reduce de forma abrupta el tiempo que el ordenamiento originalmente
concedia para que el titular registral ejerciera sus derechos.

Un elemento particularmente relevante en el anlisis de la OSL es la funcién de
las disposiciones transitorias dentro del ordenamiento juridico. El memorial sostiene
que el Articulo 1814 del Cédigo Civil de 2020 es una salvaguarda disefiada para evitar
efectos retroactivos adversos. A través de dicha cldusula, el legislador procur6
proteger los procesos de usucapién ya iniciados bajo el régimen anterior, preservando
los términos mas extensos como mecanismo de respeto a derechos en formacién y ala
seguridad juridica. En consecuencia, la OSL interpreta que la enmienda propuesta
desarticula esa proteccién, exponiendo la medida a cuestionamientos constitucionales
por posible menoscabo de derechos propietarios.

Asimismo, el memorial incorpora consideraciones doctrinales vy
jurisprudenciales para reforzar su anélisis. Destaca que el Tribunal Supremo de Puerto
Rico ha reiterado que la usucapién no constituye un derecho adquirido hasta que se
consuma el término prescriptivo en su totalidad; sin embargo, ello no implica que el
legislador pueda alterar las condiciones bajo las cuales ese derecho se encuentra en
vias de consolidacién. Por el contrario, la OSL sugiere que existe un interés protegido
en la expectativa de que el marco normativo aplicable al inicio del cémputo del
término se mantenga inalterado, particularmente cuando su modificacién puede
beneficiar a una parte en detrimento de otra.

De igual forma, el memorial analiza el trasfondo legislativo del Cédigo Civil de
2020, sefialando que la reduccién general de los términos de usucapion respondié a
consideraciones de politica piblica contemporaneas, como la necesidad de atender
propiedades abandonadas y promover su uso productivo. No obstante, subraya que
el propio legislador, consciente de los posibles efectos adversos de una aplicacién
retroactiva, opté por mantener los términos anteriores para los casos en curso
mediante la disposicién transitoria. Esta decisién evidencia, segun la OSL, una
intencién legislativa clara de evitar precisamente el tipo de conflicto que la medida
ahora propone reintroducir.

En su evaluacién final, la OSL concluye que, aunque la Asamblea Legislativa
tiene la potestad de enmendar la disposicién transitoria mediante legislacién
posterior, el ejercicio de esa facultad no estd exento de limites constitucionales. La
reduccién del término aplicable a procesos en curso podria ser interpretada como una
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intervenci6n irrazonable en derechos propietarios, susceptible de impugnacién bajo el

debido proceso de ley. L
Asi, aunque la OSL no formula una oposicién categérica, su andlisis revela una

posicién sustantivamente adversa a la enmienda propuesta, ﬁmdame:ntadf-l en la
proteccién del derecho de propiedad, la preservacién de la seguridad juridica y el
respeto a las expectativas legitimas generadas bajo el ordenamiento vigente. Su
recomendaci6n implicita es de prudencia legislativa, favoreciendo la retencién del
esquema actual para evitar consecuencias constitucionales adversas.

IMPACTO FISCAL MUNICIPAL

En cumplimiento con el Articulo 1.007 de la Ley Num. 107-2020, seglin
enmendada, conocida como “Cédigo Municipal de Puerto Rico”, la Comisién de lo
Juridico del Senado de Puerto Rico certifica que el P. del S. 1037 no impone una
obligacién econémica en el presupuesto de los gobiernos municipales.

CONCLUSION

Luego de evaluar el texto del Proyecto del Senado 1037, el marco normativo
vigente y los memoriales explicativos sometidos por las entidades comparecientes,
esta Comisién concluye que la medida persigue un fin legitimo y razonable. La
propuesta no altera la naturaleza ni los requisitos sustantivos de la usucapién.
Tampoco crea un mecanismo extraordinario de adquisicién de propiedad al margen
del Cédigo Civil. Por el contrario, la pieza legislativa se limita a armonizar la
disposicién transitoria del Articulo 1814 con la politica piiblica adoptada por la propia
Asamblea Legislativa al aprobar el Codigo Civil de Puerto Rico de 2020,
particularmente en lo relativo a la reduccién del término de la usucapioén
extraordinaria de bienes inmuebles de treinta (30) a veinte (20) afios.

Del anélisis realizado surge con claridad que la redaccién actual del Articulo
1814 ha provocado dificultades interpretativas reales. Segtin se desprende de los
memoriales recibidos, la aplicacién de la norma transitoria no ha sido uniforme, lo que
ha generado resultados distintos ante situaciones facticas sustancialmente similares.
Esa falta de uniformidad incide de manera concreta sobre personas y familias que han
ejercido posesién prolongada, publica, pacifica, continua y en concepto de duefio
sobre inmuebles destinados, en muchos casos, a vivienda. Esta Comisién estima que
el ordenamiento no debe perpetuar una transicién normativa que, en la practica,
contintie sujetando por décadas adicionales situaciones en curso al término més
extenso del Cédigo derogado, cuando la politica legislativa vigente ya determin6 que
dicho plazo resultaba excesivo.

Esta Comis.iffn también reconoce que la prescripcién adquisitiva no constituye
un _derfecho adquirido hasta que se perfeccionan todos sus elementos. Por ello, la
aplicacién del término vigente a procesos en curso, acreditando el tiempo ya
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transcurrido bajo la legislacién anterior, no supone necesariamente una lesién a
derechos adquiridos bajo el régimen previo, siempre que estos no se hubiesen
consumado de forma definitiva. Antes bien, la medida procura corregir un desfase
entre la intencién legislativa del Cédigo Civil de 2020 y la operacién practica de su
clausula transitoria, de modo que el régimen vigente responda de forma coherente a
la realidad juridica y social que pretende atender.

Asimismo, esta Comisién concede particular peso al sefalamiento del
Departamento de la Vivienda en cuanto a que la falta de titularidad clara continiia
siendo uno de los principales obsticulos para la regularizacién de propiedades, la
estabilidad residencial y la implementacién efectiva de programas piblicos de
rehabilitacién, reconstruccién y recuperacién. Del mismo modo, consideramos
persuasivo el planteamiento del Colegio de Abogados y Abogadas de Puerto Rico de
que la ambigiiedad del texto vigente ha producido desigualdad en su aplicacién y ha
afectado especialmente a sectores vulnerables que buscan formalizar juridicamente
una situacién posesoria ya consolidada por el transcurso del tiempo.

Ahora bien, la Comisi6n entiende igualmente meritorias las recomendaciones
encaminadas a precisar el alcance de la medida. En particular, resulta conveniente que
el historial legislativo y el entirillado de la pieza dejen claro que la reduccién del
término aplicable a los procesos en curso no altera ni flexibiliza los requisitos
sustantivos de la usucapi6n, que no afecta derechos validamente perfeccionados bajo
la legislacién anterior y que la norma propuesta persigue exclusivamente armonizar
el régimen transitorio con la politica legislativa adoptada en el Cédigo Civil de Puerto
Rico de 2020. Tales precisiones la fortalecen la medida, reducen el riesgo de
controversias interpretativas futuras y ofrecen mayor certeza a los tribunales y a las
personas llamadas a invocar la figura.

Por tltimo, esta Comisién de lo Juridico consigna que el Estado ostenta un
interés apremiante en atender la crisis de vivienda que enfrenta Puerto Rico, la cual
exige una intervencién inmediata y decidida mediante legislacién que responda de
forma realista a las condiciones sociales de la Isla. En ese contexto, reconocemos que
la Asamblea Legislativa tiene el deber ineludible de adoptar medidas dirigidas a
fortalecer la seguridad juridica sobre la tenencia de inmuebles, facilitar la
regularizacién de la titularidad y evitar que obstaculos normativos priven a personas
y familias puertorriquefias del acceso pleno a la vivienda que han ocupado, mantenido
y hecho suya por afios. Cuando la realidad posesoria de un inmueble ha servido de
base para la formaci6n de un hogar y el desarrollo de un proyecto de vida, entendemos
que el ordenamiento juridico no puede permanecer indiferente; por el contrario, debe
proveer reglas claras, justas y coherentes que armonicen la proteccién del c.leFecho de
propiedad con la necesidad urgente de atender la persistente escasez de vivienda en
Puerto Rico.

Desde una perspectiva constitucional, esta Comisién afirma que el interés
apremiante del Estado en atender la crisis de vivienda encuentra funda-mento no solo
en la proteccion del derecho de propiedad, sino también en su deber indelegable de
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promover el bienestar general y la dignidad humana, principios cardinales de nuestro
ordenamiento juridico. Reconocemos que la jurisprudencia ha validado la
intervencién estatal cuando median intereses de alta relevancia social,
particularmente para corregir desigualdades estructurales y garantizar el acceso
efectivo a bienes esenciales. Asi, lejos de representar una intromisién arbitraria,
entendemos que la accién legislativa aqui contemplada responde a un interés
apremiante del Estado que justifica la adopcién de mecanismos dirigidos a promover
la estabilidad residencial y la justicia, siempre dentro de los pardmetros de
razonabilidad y debido proceso que impone la Constitucién.

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisién de lo Juridico del Senado de Puerto
Rico tiene a bien presentar ante este Alto Cuerpo el Informe Positivo sobre el Proyecto
del Senado 1037, recomendando su aprobaci6n con las enmiendas que se acomparian
en el entirillado electrénico.

RESPETUOSAMENTE SOMETIDO.
_%%__\\h X i

e

-
Hon. A. Toledo Lépez
idente
Comisién de lo Juridico
Senado de Puerto Rico
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LEY

Para enmendar el Articulo 1814 del-de la Ley 55-2020, segiin enmendada, conocida como
ZCédigo Civil de Puerto Rico de 2020”, a los fines de atemperar armonizar los
términos de usucapién aplicables-a-bienes-inmuebles, de manera que los términos
que se encuentren en curso al momento de la vigencia de dicho Cédigo se rijan por
el término establecido en la legislacién vigente, acreditando el tiempo ya
transcurrido; y para otros fines relacionados.

EXPOSICION DE MOTIVOS




Puerto Rico enfrenta una crisis de vivienda que exige la atencién inmediata y decidida del

Estado mediante leyes que respondan de forma realista a las condiciones sociales de la Isla. En ese

contexto, la Asamblea Legislativa tiene un interés apremiante en adoptar medidas que fortalezcan

la seguridad juridica sobre la tenencia de inmuebles, faciliten la regularizacién de titularidad y

eviten que obstdculos normativos priven a personas y familias del acceso pleno a la vivienda que

han ocupado, mantenido y hecho suya por afios. Cuando la realidad posesoria de un inmueble ha

servido de base para la formacién de un hogar y el desarrollo de un proyecto de vida, el

ordenamiento juridico no puede permanecer indiferente. Por el contrario, debe proveer reglas claras

y justas que armonicen la proteccién de la propiedad con la necesidad urgente y apremiante de

atender la falta de inventario de casas que persiste en Puerto Rico.

Desde una perspectiva constitucional, el interés apremiante del Estado en atender la crisis de

vivienda encuentra fundamento no solo en la proteccién del derecho de propiedad, sino también en

su deber indelegable de promover el bienestar general y la dignidad humana, principios rectores de

nuestro ordenamiento juridico. La jurisprudencia ha reconocido que, ante situaciones de alta

relevancia social, el Estado puede intervenir de manera razonable para corregir desigualdades y

garantizar el acceso efectivo a bienes esenciales. En este caso, la regularizacién de la tenencia y la

eliminacion de escollos normativos que perpetian la incertidumbre sobre la titularidad de bienes

inmuebles constituyen medidas estrechamente vinculadas a un fin legitimo y urgente: asegurar

que las personas puedan ejercer plenamente su derecho a una vivienda digna. Asi, lejos de

constituir una intromisién arbitraria, esta accién legislativa responde a un interés apremiante que

iustifica la adopcién de mecanismos que viabilicen la estabilidad residencial y la justicia, siempre

dentro de los parémetros de razonabilidad y debido proceso que exige la Constitucion.

Una de las figuras principales del derecho propietario es la figura juridica de la
usucapi6n, la cual ejemplifica una de las formas de adquirir una propiedad. La
usucapi6n, también conocida como la figura de prescripcién adquisitiva, constituye una

institucion medular del derecho civil dirigida a garantizar la seguridad juridica, la



estabilidad de las relaciones patrimoniales y el uso socialmente productivo de la

propiedad.

En el caso de los bienes inmuebles, esta figura adquiere particular relevancia cuando
la posesién prolongada ha estado vinculada al establecimiento de una vivienda y al
desarrollo de un proyecto de vida, pues el ordenamiento juridico reconoce que el
transcurso del tiempo, acompanado de una posesién ptblica, pacifica, continua y en

concepto de duefio, puede consolidar situaciones f4cticas en derechos plenos de dominio.

El antigue derogado Cédigo Civil de Puerto Rico de 1930 establecia, esencialmente,
estableeta un término de treinta (30) afios para la prescripcién adquisitiva extraordinaria.
Como parte de la reforma integral del derecho privado, el Cédigo Civil de Puerto Rico
de 2020 redujo dicho término a veinte (20) afios, reconociendo que la prolongada inaccién
del titular registral, unida a la posesién efectiva y responsable de un bien inmueble,
justifica la consolidacién del derecho de propiedad en quien ha ejercido actos de dominio

de forma sostenida.

Empero, el Articulo 1814 del Cédigo Civil de 2020, dispuso que los términos de
prescripcién adquisitiva que estuvieran transcurriendo al momento de la entrada en
vigor del nuevo Cédigo continuarian rigiéndose por la duracién establecida en la

legislaci6n anterior, es decir, al amparo de las disposiciones del Cédigo Civil 1930.

Ahera-bienta La aplicacién rigida de esta norma ha-generade genera consecuencias
profundamente injustas y contrarias a la politica publica en materia de vivienda. El

Tribunal Supremo de Puerto Rico, por medio de sentencia, reiter6 recientemente la vigencia

y la fuerza juridica de la prescripcién adquisitiva como mecanismo legitimo de

adquisicién de la propiedad. Per ejemple;en En Cosme Mena v. Departamento de la Vivienda
Y otros?, el Médximo Foro dictaming que la usucapién requiere los elementos de posesién

ininterrumpida, publica, pacifica y en concepto de duefio por el término fijado en ley.
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Asimismo, en Romdn Quiles; Nieves Vargas, Ex parte3, el Alto Foro ratific6 el marco
normativo vigente del Cédigo Civil de Puerto Rico de 2020 respecto a los términos
aplicables a la usucapién de bienes inmuebles. Desde el punto de vista juridico, la
prescripcién adquisitiva no constituye un derecho adquirido hasta tanto el término

prescriptivo se haya consumado en su totalidad.

Por ello, mediante esta pieza legislativa se persigue enmendar el Articulo 1814 del
Cédigo Civil de Puerto Rico de 2020 para disponer que los términos de usucapién, entr
ellos el de los bienes inmuebles, que se encuentren en curso se rijan por el término vigente

de-veinte(20)-afes dispuesto en el Cédigo Civil vigente.

DECRETASE POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO:

1 Seccién 1.- Se enmienda el Articulo 1814 del-de la Ley 55-2020, segiin enmendada,

2 conocida como “Cédigo Civil de Puerto Rico de 2020, para que lea como sigue:
3 “Articulo 1814.— Términos prescriptivos, de caducidad y usucapién.

4 En-el case-de-bienes-inmuebles-os Los términos préseriptives; de prescripcion extintiva,

S de prescripcién adquisitiva de bienes muebles o de caducidad o-de-usueapién que estén

6 transcurriendo en el momento en que este Cédigo entre en vigor, tienen la duracién

7 dispuesta en la legislacién anterior; pero si el término queda interrumpido después de

8 la entrada en vigor de este C6digo, su duracién sera la determinada en este. Los

9 términos de prescripcion adquisitva o usucapion de bienes inmuebles se regirdn por la duracién

10 dispuesta en este Codigo, acreditindose el tiempo ya transcurrido bajo la legislacion anterior.
11 Los términos de usucapion de bienes inmuebles que se hubiesen consumado en su totalidad

12 antes de la entrada en vigor de este Cédigo se regirin por la legislacién bajo la cual se

13 perfeccionaron.
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En aquellos casos en que el término de usucapion de bienes inmuebles quede interrumpido

después de la entrada en vigor de este Cédigo, los efectos del plazo transcurrido, las condiciones

para consumar el dominio o la duracién de un nuevo plazo se determinardn conforme a las

disposiciones establecidas en los Articulos 777 a 795 de este Cédigo.”

18

19

20

21

Seccidén 2.- Salvedad.

Si cualquier cldusula, pdrrafo, subpdrrafo- articulo, disposicién, seccién o parte de esta Ley

fuera anulada o declarada inconstitucional por un Tribunal con jurisdiccién, la sentencia a tal

efecto dictado no afectard, perjudicard, ni invalidard el resto de esta Ley. El efecto de dicha




1 sentencia quedard limitado a la cldusula, pdrrafo, subpdrrafo, articulo, disposicién, seccién o

2 parte de esta que ha sido anulada o declarada inconstitucional.

3 Seccién 4-3. - Vigencia.

4 Esta Ley entrara en vigor inmediatamente después de su aprobaci6n.



